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EL SENADO Y CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

 SANCIONAN CON FUERZA DE

 

LEY

 

ARTÍCULO 1: Modifíquese el artículo 13º de la ley 10.397, el cual quedará redactado de la siguiente forma:
Artículo 13º: En cualquier momento podrá la Autoridad de Aplicación solicitar embargo preventivo, o cualquier otra medida cautelar en resguardo del crédito fiscal, por la cantidad que presumiblemente adeuden los contribuyentes o responsables.
Para la efectivización de las medidas que se ordenen, la Autoridad de Aplicación podrá, por intermedio de la Fiscalía de Estado, proponer la designación de oficiales de justicia ad-hoc, los que actuarán con las facultades y responsabilidades de los titulares.

La caducidad de las medidas cautelares, se producirá si la Autoridad de Aplicación no iniciase la ejecución fiscal transcurridos sesenta (60) días hábiles judiciales contados de la siguiente manera:

1. Desde la fecha de notificación al contribuyente del rechazo de los recursos interpuestos contra la determinación de oficio -sea el recurso de reconsideración ante el Director Ejecutivo de la Agencia de Recaudación de la Provincia de Buenos Aires, sea el recurso de apelación ante el Tribunal Fiscal-.

2. Desde que la deuda ha sido consentida por el contribuyente, al no interponer recursos contra su determinación o liquidación administrativa, dentro de los plazos establecidos.

Cuando el contribuyente o responsable cancele o regularice la deuda cautelada las costas serán a su cargo.

ARTÍCULO 2: Deróganse los artículos 14º, 15º, 16º y 17º de la ley 10.397.
ARTÍCULO 3: Comuníquese al Poder Ejecutivo.
 
 

FUNDAMENTOS
Actualmente los artículos 13 y 14 del Código Fiscal, otorgan la facultad a ARBA de efectuar “embargo preventivo o cualquier otra medida cautelar en resguardo del crédito fiscal, por la cantidad que presumiblemente adeuden los contribuyentes…. En tal circunstancia, los jueces deberán decretarla en el término de veinticuatro horas sin más… recaudos ni necesidad de acreditar peligro en la demora, bajo la responsabilidad del Fisco… podrá disponer el embargo general de los fondos y valores de cualquier naturaleza que los ejecutados tengan depositados en las entidades financieras. Si las medidas cautelares recayeran sobre bienes registrables o sobre cuentas bancarias del deudor, la anotación de las mismas se practicará por oficio expedido por ARBA, el cual tendrá el mismo valor que una requisitoria y orden judicial…. En caso de que cualquier medida precautoria resulte efectivamente trabada antes de la intimación al demandado, éstas deberán serle notificadas dentro de los cinco días siguientes de haber tomado conocimiento de la traba…” En la actualidad, además, rige la Ley 13.406 de Ejecución Fiscal, que dispone el cobro judicial de los créditos fiscales a través del juicio de apremio.

El Fisco provincial no puede constituirse en juez y parte del conflicto, y llevar adelante una ejecución administrativa, un pseudoapremio administrativo. Surge claramente que las potestades otorgadas se contraponen con principios básicos garantizados en nuestra Constitución Nacional. Así, el principio de división de poderes se encuentra vulnerado al permitirle a ARBA ejercer facultades propias del Poder Judicial. 
Así fue analizado por el Contador Público Eduardo Horacio Porcelli juntamente con la Abogada Carla Porcelli, según nota publicada en el número 42 de la revista  “Gran Buenos Aires Profesional” publicada por el Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Provincia de Buenos Aires. Conclusiones que compartimos y  que también abonan el presente proyecto de ley.
Esta circunstancia provocó la existencia de fallos donde se decretó la inconstitucional de la norma.

Entre otros, cabe mencionar: “González Sueyro, Jorge A. s/Amparo”, 03/04/2007, Juzgado en lo Criminal y Correccional Nº 4 Mar del Plata: “…Corresponde declarar la inconstitucionalidad del artículo 13 bis del Código Fiscal de la Provincia de Buenos Aires en cuanto faculta al ente recaudador provincial a trabar medidas cautelares sin orden judicial previa pues, la citada norma viola el derecho de propiedad del contribuyente y contraviene el principio constitucional de división de poderes…”, “Valero, Esteban Armando s/Amparo”, 09/02/2007, Tribunal en lo Criminal Nº 1 Mar del Plata; “Frigorífico Reg. Bovinos del Sur S.A. s/Amparo”, 18/06/2009, Cámara de Apelación Contencioso Administrativa de La Plata – todos en el mismo sentido.
Por otra parte, también fueron declaradas inconstitucionales las Resoluciones dictadas por ARBA facultando el procedimiento de embargo de créditos fiscales mediante la obligación de retención de fondos a sus proveedores en la esfera comercial por el pago de deudas comerciales: “Fisco Provincia de Buenos Aires c/Morchón, Gustavo Gabriel”, 19/12/2007, Juzgado de Primera Instancia Contencioso Administrativo de La Plata: “…Corresponde declarar la nulidad de las Resoluciones Nº … de la Dirección de Rentas de la Provincia de Buenos Aires en cuanto, facultan a dicho organismo a embargar sumas que deben ser pagadas a quienes aparecen como deudores…. desde que , dicha medida administrativa importa el ejercicio de facultades judiciales por parte de la Administración Pública, en clara violación a los artículos 5 y 109 de la Constitución Nacional…”; “Antonio Barilari S.A. c/Ministerio de Economía – Rentas s/Acción declarativa de certeza”, 20/11/2008, Cámara de Apelación Contencioso Administrativa Mar del Plata, en el mismo sentido.
Como corolario de este apartado, debemos mencionar que recientemente la Corte Suprema de Justicia de la Nación decretó la inconstitucionalidad del embargo administrativo, sin orden judicial previa, establecido en el artículo 92 de la Ley 11.683, en la causa “AFIP c/INTERCORP S.R.L.”, el 15/06/2010, y que dicha jurisprudencia propicia un cambio en la traba de embargos administrativos sin orden judicial.
En su actual redacción, los artículos 13 a 16 de la Ley 10.397 contienen una inadmisible delegación, en cabeza del Fisco Provincial, de atribuciones que hace a la esencia de la función judicial. En efecto el esquema diseñado, al permitir que el agente fiscal pueda, por sí y sin necesidad de esperar siquiera la conformidad del juez, disponer embargos, inhibiciones o cualquier otra medida sobre bienes y cuentas del deudor, ha introducido una sustancial modificación del rol del magistrado en el proceso, quien pasa a ser un mero espectador que simplemente es “informado” de las medidas que una de las partes adopta sobre el patrimonio de su contraria.

Del voto de los integrantes de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, transcribo a continuación algunos párrafos que contemplan la misma situación planteada frente a los artículos del Código Fiscal Provincial que se pretenden derogar o modificar a través del presente proyecto:

“Esta participación menor e irrelevante que se reserva a los jueces en los procesos de ejecución no sólo violenta el principio constitucional de la división de poderes sino que además desconoce los más elementales fundamentos del principio de la tutela judicial efectiva y de la defensa en juicio consagrados tanto en el art. 18 de la Constitución Nacional como en los Pactos internacionales incorporados con tal jerarquía en el inc. 22 de su art. 75 (confr. el art. 8º del Pacto de San José de Costa Rica, el art. XVIII de la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre; art. 11 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; art. 14.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos). A tal conclusión es posible arribar a poco de que se observe que, de acuerdo con el sistema implementado en la normativa cuestionada, tanto la verificación de la concurrencia de los requisitos específicos para la procedencia de las medidas cautelares —"verosimilitud del derecho" y "peligro en la demora"—como la evaluación de su proporcionalidad de acuerdo a las circunstancias fácticas de la causa no son realizadas por un tercero imparcial sino por la propia acreedora, que no tiene obligación de aguardar la conformidad del juez para avanzar sobre el patrimonio del deudor.”
“Por otra parte, las disposiciones del art. 92 tampoco superan el test de constitucionalidad en su confrontación con el art. 17 de la Norma Suprema en cuanto en él se establece que la propiedad es inviolable y ningún habitante puede ser privado de ella sino es en virtud de una sentencia fundada en ley. No resulta óbice a ello el hecho que lo puesto en tela de juicio sea la potestad de disponer unilateralmente medidas cautelares, pues ellas, cualquiera sea su naturaleza, afectan concretamente el derecho de propiedad del individuo, "ya que si bien no importan —en principio— una ablación de su patrimonio, su función es, precisamente, limitar de manera efectiva otros atributos no menos importantes de ese derecho, cuales son los de usar y disponer de él, con función de garantía. A nadie escapa, por dar un ejemplo, que un bien embargado pierde peso económico en el mercado y que limita, en mayor o menor medida, las posibilidades de actuación económica del sujeto...". En este sentido, no es necesario un profundo examen para advertir las negativas consecuencias económicas que sobre el giro normal de las actividades de cualquier comercio, empresa o particular puede tener la traba de un embargo sobre cuentas o bienes.”
“Que, por otra parte, no puede dejar de señalarse que los reparos hasta aquí formulados fueron advertidos por los propios legisladores en oportunidad de tratar la norma cuya constitucionalidad se pone en tela de juicio. Así, se señaló que "...un recaudador de algún estado feudal del Medioevo no tendría más atribuciones que las que estamos otorgando al agente fiscal. Tiene facultades para todo..." (diputado Pichetto); "...se otorgan a los abogados del fisco, de la parte actora, facultades propias del Poder Judicial..." (diputado Natale); "Hago reserva de constitucionalidad con respecto a la modificación del artículo 92 de la ley de procedimiento. Creo que viola el artículo 8º  del Pacto de San José de Costa Rica y los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional..." (diputada Carrió); "...Se prescinde del Juez. Se convierte en un procedimiento administrativo y se genera, a mi criterio, una mayúscula inconstitucionalidad..." (senador Carbonell)”
“Que no resulta admisible que a la hora de establecer  procedimientos destinados a garantizar la normal y expedita percepción de la renta pública se recurra a instrumentos

que quebrantan el orden constitucional. Es que la mera conveniencia de un mecanismo para conseguir un objetivo de gobierno —por más loable que este sea— en forma  alguna justifica la violación de las garantías y derechos consagrados en el texto constitucional. Así, se ha sostenido que es falsa y debe ser desechada la idea de que la prosperidad general constituya un fin cuya realización autorice a afectar los derechos individuales o la integralidad del sistema institucional vigente. El desarrollo y el progreso no son incompatibles con la cabal observancia de los arts. 1º y 28 de la Constitución Nacional, sino que, por el contrario, deben integrarse con éstos, de modo tal que la expansión de las fuerzas materiales y el correlativo mejoramiento económico de la comunidad sean posibles sin desmedro de las libertades y con plena sujeción a las formas de gobierno dispuestas por la Ley Fundamental, a cuyas normas y espíritu resultan tan censurables la negación del bienestar de los hombres como pretender edificarlo sobre el desprecio y el quebrantamiento de las instituciones (Fallos: 247:646).”
De acuerdo con lo descripto precedentemente, se propone a través de este proyecto modificar la redacción del artículo 13º y derogar los artículos 14º a 17º del Código Fiscal.
Por todo lo expuesto, solicito a los Señores Senadores acompañen con su voto el presente proyecto de ley.
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